	En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, República Argentina, a los dieciséis días del mes de septiembre del año dos mil once, reunidos en la sala de acuerdos los señores jueces del Superior Tribunal de Justicia, doctores Clara D. L. de Falcone, José Manuel del Campo, Sergio Marcelo Jenefes y los señores Vocales de la Sala Primera de la Cámara en lo Civil y Comercial, Dres. Víctor Eduardo Farfán y María Virginia Paganini, habilitados de conformidad a las constancias de la causa, bajo la presidencia de la nombrada en primer término, vieron el Expte. Nº 7870/10, caratulado: "Recurso de inconstitucionalidad interpuesto en el expte. Nº B-191841/08 (Sala II - Cámara Civil y Comercial) Ordinario por daños y perjuicios: F., G. c/ Estado Provincial y Policía de la Provincia", del cual, 

La Dra. de Falcone, dijo: 

G. F. dedujo demanda ordinaria por daños y perjuicios en contra del Estado Provincial por considerarlo responsable civilmente de la tortura y posterior muerte de su hijo, S.J.M., hecho acaecido el 30 de junio de 2006 en la Comisaría Seccional 4º de ésta ciudad. 

Cumplidos los trámites procesales de rigor, la Sala Segunda de la Cámara en lo Civil y Comercial dictó sentencia en noviembre del dos mil seis para hacer lugar a la demanda, condenando a la accionada a abonar a la actora la suma de doscientos mil pesos en concepto de daño moral, con más el interés de la tasa pasiva que publica el Banco Central de la República Argentina conforme Comunicado 14290. Impuso las costas y reguló honorarios profesionales.Para ello, consideró que conforme lo resuelto por la Cámara Penal que entendió en la causa penal -donde quedaron probados los extremos fácticos referidos a las circunstancias de tiempo y lugar donde ocurrió el delito y la culpa de los agentes de policía Alejandro Raúl Carlos y Wadalberto Yurquina por los delitos allí especificados- debía declararse que hubo dolo probado y, en consecuencia el Estado Provincial debía cubrir el daño producido por el homicidio de S.J.M., por incumplimiento de los deberes inherentes al servicio de policía de seguridad. 

Consideró también, que la disposición normativa del artículo 1102 del Código Civil era aplicable en lo que atañe a la responsabilidad refleja o indirecta, y que la condena impuesta al dependiente en jurisdicción penal responsabiliza al principal en los términos del artículo 1113 del citado dispositivo, en razón de la responsabilidad extracontractual que le cabe al Estado, quien debe hacerse cargo de modo principal y directo de las consecuencias dañosas de sus dependientes. 

En cuanto al rubro "daño moral" -según el criterio seguido por ésa Sala y citando a Mosset Iturraspe- entendió que la suma que se fijare específicamente, debía tener el "carácter de reparación pecuniaria" , lo cual surge -según lo afirmó- del espíritu y de la letra de los artículos allí citados -29 del Código Penal y 1078, 1079 del Código Civil-, desde que reparar no importa crear o producir utilidad o ganancia, sino corregir, enmendar, satisfacer y desagraviar. 

Notificada la parte actora de la resolución antes citada, solicitó aclaratoria en los términos del artículo 49 del código de rito, la que fue desestimada por el tribunal sentenciante en noviembre del mismo año. 

Agraviada entonces, interpuso -representada en ése acto por el Dr.Juan Pablo Bianchedi- recurso de inconstitucionalidad por sentencia arbitraria, en cuanto entiende que el fallo pronunciado no constituye una derivación lógica, razonada y fundamentada de los hechos y del derecho llevado a juzgar, pretendiendo -en concreto- se revoque por contrario imperio la determinación económica en concepto de daño moral por la suma de doscientos mil pesos ($ 200.000.-), incrementándose el mismo, en lo que se estimare justo, equitativo y razonable, considerando para ello: las circunstancias especiales que rodearon y/o caracterizaron el caso, se fije una indemnización "ejemplificadora y aleccionadora" para evitar en el futuro hechos inhumanos de semejante atrocidad y crueldad y, finalmente, efectuada la nueva determinación del daño moral, se practique una nueva regulación de honorarios de los profesionales intervinientes en la causa. 

Corrido el traslado pertinente, la accionada no concurrió a contestarlo, remitiéndose en consecuencia los autos a dictamen del Ministerio Público Fiscal en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 4º inciso 9 de la ley 4346.A fojas 41 y siguientes el señor Fiscal General se manifiesta por la improcedencia del recurso tentado, en cuanto entiende que "la pretensión recursiva traduce una mera disconformidad con lo resuelto, ya que la resolución atacada ha satisfecho la exigencia constitucional de ser fundada y constituir una derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a las circunstancias del caso". 

En su opinión la recurrente no demuestra que la suma reparatoria resulte absurda, en consideración al padecimiento o alteración espiritual de la madre de la víctima accionante y, que tratándose de materia reservada al prudente arbitrio y equidad del Tribunal sentenciante y, no configurándose en la caso "absurdidad manifiesta" que habilite la instancia, no corresponde otorgar andamiento al planteo efectuado. 

Señala además, que ".entendido el daño moral resarcible -en una acepción sintética definitoria de su naturaleza- como una ".ofensa al honor o a los sentimientos afectivos" (Mazeaud y Tunc `Daño Moral. Prevención. Reparación. Punición´. Ed. Hammurabi. Bs. As., 2004, pág. 124) (cit.en fallo S.T.J. L.A. Nº 52, Fº 115/118, Nº 298) no resulta atendible el argumento dirigido a sostener que la reparación económica en el caso debe traducir un sentido sancionatorio o ejemplificador como disuasivo de tales conductas. Expectativas, que en todo caso -si se quiere- podrán inferirse o resultar consecuencia indirecta derivada de la actuación jurisdiccional penal que aconteciera en la especie pero que no puede tener incidencia en la fijación del quantum indemnizatorio esencialmente reparatorio" (sic.). 

Consentida la integración del Cuerpo y, firme el llamado de autos para resolver, corresponde que la causa traída a estudio, sea resuelta. 

Este Superior Tribunal, en concordancia con el criterio sentado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, tiene dicho y reiterado en numerosos pronunciamientos, que la revisión de la estimación de los montos indemnizatorios, son cuestiones vedadas a la reconsideración por parte de este Superior Tribunal en virtud de tratarse de un juicio que se lleva a cabo mediante el procedimiento oral, y de esa manera, caracterizado por el principio de inmediación. Nadie se encuentra en mejores condiciones de meritar la prueba rendida en dicha oportunidad, que los jueces de la causa (L.A. Nº 45, Fº 322/323, Nº 142; L.A. Nº 42, Fº 826/827, Nº 294; L.A. Nº 42, Fº 793/794, Nº 281). 

Cabe señalar que, como ya antes lo he dicho, es ya doctrina repetida por este Superior Tribunal de Justicia, que la determinación del monto indemnizatorio es competencia exclusiva del tribunal de grado y en consecuencia resulta irrevisable y ajena a este recurso. Sólo por excepción, cuando la determinación del daño resulte absurdo o implique una notoria injusticia, procede su revisación con el fin de subsanar la arbitrariedad en la que incurre la sentencia.Además, que en el tema -fijación económica de las indemnizaciones- se sostiene que debe regir el prudente arbitrio del juez, o bien que resulta imperioso recurrir a fórmulas matemáticas, hallándose argumentos tanto a favor de una tesis como de la otra. 

Conforme lo manifestara al emitir mi voto en Expte. Nº 7297/10, caratulado: "Recurso de inconstitucionalidad interpuesto en Expte Nº B-96.105/02, caratulado: Ordinario por daños y perjuicios: Hugo Paz c/ La Puna S.R.L., Ramón Alanís y otros", sentencia registrada al L.A. Nº 54, Fº 688/699, Nº 241, ".la ecuación perfecta que salvará al juez de extremar en cada expediente sus precauciones, no existe. La justicia sigue siendo la del caso concreto, cada expediente es único, e indivisible, porque en realidad se están juzgando personas, no papeles" (Conforme Rodríguez Saiach, Acción Civil en accidente de trabajo, t. I, página 281, citado en autora y obra mencionadas antes)". Y que, ".no desconozco la dificultad que todo Juez tiene al momento de cuantificar el daño moral.siempre será una tarea ardua, máxime si quienes pretendemos impartir justicia desde la simple pero difícil óptica de dar a cada uno lo suyo, debemos apelar a los principios de la sana crítica y a nuestra racionalidad pero sobre todo a nuestras convicciones de ser justos y equitativos. Cuantificar dinerariamente el daño moral es una constante preocupación de quienes debemos hacer efectivo el servicio de justicia, y esa cuantificación se hace difícil cuando no existen parámetros de medición igualitarios; por el contrario, los criterios son disímiles, y especialmente impregnados de subjetividad, lo que hace que se pierda la objetividad que estamos obligados a ejercer evitando que la discrecionalidad salga de su ámbito natural para transitar por el camino de la arbitrariedad". 

"Nuestra tarea debe ser precisa, constante, siempre aplicando la ley como único camino de conseguir una sociedad justa y de inclusión social.Tampoco se aplican criterios de justicia cuando el daño moral es cuantificado por debajo de lo correcto, o, a la inversa, cuando no corresponde su cuantificación por excesiva, dado las consecuencias de un enriquecimiento sin causa para quién lo reciba y la vulneración del derecho de propiedad para quien deba pagarlo". 

"Es esta realidad la que en numerosos fallos la comprueba el justiciable, razón por la cuál debo dejar sentada mi posición sobre este instituto, y ella es que el daño moral debe tener una relación porcentual con el daño material que se mande a indemnizar, de forma tal que todo quedará librado al "quant um" de este último, posición ésta que debo aclarar no siempre será de aplicación, máxime, en aquéllos casos -puntualmente en estudio- donde el daño patrimonial es inexistente o ínfimo, y el daño moral es relevante a los fines indemnizatorios". 

"Quiero hacer propias las enseñanzas que el Maestro Ramón Daniel Pizarro nos deja en su libro "Daño Moral, Prevención. Reparación. Punición. El daño moral en las diversas ramas del Derecho" 2ª Edición, Pág. 425, y que literalmente, expresa que "el papel del juez a la hora de valorar la existencia y cuantía del daño moral es de fundamental importancia. La ley consagra en esta materia, como en otras, un llamado a la prudencia de los magistrados, en quienes ha depositado un voto de confianza, según la feliz expresión de Morello. Sin embargo, la cuestión no puede quedar librada a su pura subjetividad, no puede ni debe perder de vista las realidades objetivas que el caso concreto presenta.El juez no puede, basado en cuestiones de orden puramente subjetivas, mandar a pagar un daño moral inexistente, o que no guarde relación causal con el hecho que lo generó; como tampoco le está permitido negar el derecho a ser indemnizado por daño moral cuando el mismo aparece claramente peticionado y probado en sede judicial, o fijar un parámetro indemnizatorio disociado de la entidad real del menoscabo.". Señala el mismo autor, también, que "de nada sirve tener la sentencia mejor fundada, si ello no se refleja en una razonable cuantificación. La mejor valoración cualitativa del daño puede quedar desvirtuada, con inevitable secuela de injusticia, si no hay razonable correspondencia con la cuantificación de la indemnización (Obra y autor citados)" (in re L.A. Nº 54, Fº 688/699, Nº 241). 

En autos, el quejoso manifiesta que la sentencia en crisis, se trata de "una resolución notoriamente injusta, en la cual el Aquo no tuvo en cuenta las circunstancias especiales que rodearon el caso; en la que la determinación económica del daño moral no guarda una adecuada proporción con el daño causado por la tortura y muerte de un menor de edad, desvirtuando el principio de reparación integral aplicable a la materia .", razones por las cuáles entiende que debe ser revisada y dejada sin efecto, a fin de subsanar la arbitrariedad de la sentencia cuestionada.En un caso reciente, -"Manzoni, Juan Carlos y López, Norma María c/ Gobierno de la Provincia de Jujuy", del 23 de diciembre de 2.004- la Corte Suprema de Justicia de la Nación, dejó dicho que "cabe recordar, al respecto, que la Corte, en reiteradas oportunidades, con fundamento en este precepto (se refiere al artículo 1112 del Código Civil), ha dicho que quien contrae la obligación de prestar un servicio -en el caso, de policía de seguridad- lo debe hacer en condiciones adecuadas para llenar el fin para que el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que cause su incumplimiento o ejecución irregular" (confr. Fallos: 306:2030; 307:821 y 315:1892). 

Además, el ". principio constitucional impone que las cárceles tengan como propósito fundamental la seguridad y no el castigo de los reos detenidos en ella, proscribiendo toda medida ‘que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquella exija’ (Art. 18 de la Constitucional Nacional) (.) e impone al Estado, por intermedio de los servicios penitenciarios respectivos, la obligación y responsabilidad de dar a quienes están cumpliendo una condena o una detención preventiva la adecuada custodia que se manifiesta también en el respeto de sus vidas, salud, e integridad física y moral (Conf. Fallos 318:2002, considerando 3º)." 

En autos, si bien no está discutida la responsabilidad del Estado por el hecho de sus dependientes, no puedo olvidar en el contexto en que se dieron los hechos -los que da cuenta acabadamente la sentencia dictada por la Sala Tercera de la Cámara Penal el 14 de setiembre de 2007, confirmada luego por este Superior Tribunal de Justicia, en fallo registrado al L.A. Nº 52, Fº 173/186, Nº 63- y, que produjeran la muerte del menor M., de 17 años de edad, único hijo varón de la accionada, cuya reparación pecuniaria reclamó su madre, pretendiendo por ésta vía se incremente el monto fijado, por considerarlo exiguo, por las razones alegadas y, que fueran antes expuestas.Analizada detenidamente la causa y, sin perjuicio de que conforme ya antes lo he dicho, es ya doctrina repetida por este Superior Tribunal de Justicia que la determinación del monto indemnizatorio es competencia exclusiva del tribunal de grado y, que sólo por excepción -cuando la determinación del daño resulte absurdo o implique una notoria injusticia- procede su revisación con el fin de subsanar la arbitrariedad en la que incurre la sentencia impugnada; a la luz de las consideraciones antes expuestas y, sin perjuicio de que en la presente causa no se haya reclamado y/o fijado daño material, considero, sin que ello implique apartarme de los criterios valorados por el tribunal de grado para fijar el monto cuestionado, que corresponde incrementar el mismo a la suma de pesos doscientos cincuenta mil ($ 250.000.-), atendiendo a las circunstancias extraordinarias que rodearon la muerte del menor M. y, que provocaron en su progenitora -no me cabe la menor duda- el dolor más agudo e insoportable que pueda sufrir una madre e imposible -por otro lado- de reparar pecuniariamente. 

Corresponde además, dejar sin efecto los honorarios regulados a los letrados actuantes, Dres. Luis Hernán Paz y Juan Pablo Bianchedi, para fijarlos de acuerdo al monto fijado en concepto de daño moral ($ 250.000.-) y, disposiciones contenidas en los artículos 2, 4, 6 y concordantes de la ley arancelaria local, es decir, en las sumas de . pesos ($.) y . pesos ($.), respectivamente. 

Por todo lo hasta aquí expuesto, me pronuncio por el acogimiento del recurso interpuesto por el Dr. Juan Pablo Bianchedi en representación de la señora G. F., para revocar parcialmente la sentencia dictada por la Sala Segunda de la Cámara en lo Civil y Comercial a los dos días del mes de noviembre de diez, conforme lo antes considerado.En cuanto a las costas, corresponde imponérselas al Estado Provincial en su calidad de vencido en la contienda a mérito de lo normado por el artículo 102 del Código Procesal Civil y, en virtud del principio general indiscutido de reparación integral, toda vez que de otro modo se disminuiría indirectamente el monto de la reparación fijada (cfr. L.A. Nº 38, Fº 173/176, Nº 78; L.A. Nº 42, Fº 269/272, Nº 93; L.A. Nº 42, Fº 1122/1125, Nº 371; entre muchos otros). 

Consecuentemente, corresponde regular los honorarios profesionales del Dr. Juan Pablo Bianchedi, por la labor desarrollada en ésta instancia extraordinaria, en la suma de pesos . ($.), con más el impuesto al valor agregado (I.V.A), si correspondiere. 

Los honorarios deberán abonarse con más los intereses establecidos para el capital -conforme lo determinado en sentencia- y, por igual período e igual tasa. 

Los Dres. del Campo, Jenefes, Farfán y Paganini adhieren al voto que antecede. 

Por ello, el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy, 

Resuelve: 

1º) Hacer lugar parcialmente al recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Dr. Juan Pablo Bianchedi en representación de la señora G. F. y, en su mérito, revocar para modificar el punto I) de la sentencia pronunciada por la Sala II de la Cámara en lo Civil y Comercial el dos de noviembre del dos mil diez, sólo respecto del monto fijado en concepto de daño moral, el que quedará establecido en la suma de pesos . ($ .), con más el interés establecido en la sentencia. En igual sentido, revocar el punto III, regulándose los honorarios profesionales de los Dres. Luis Hernán Paz y Juan Pablo Bianchedi en las sumas de . pesos ($.) y, . pesos ($.), respectivamente. 

2º) Imponer las costas de la presente instancia a la demandada vencida y regular los honorarios profesionales del Dr. Juan Pablo Bianchedi, por la labor desarrollada en ésta instancia extraordinaria, en la suma de pesos . ($ .), con más el impuesto al valor agregado (I.V.A), si así correspondiere. 3º) Los honorarios deberán abonarse con más los intereses fijados en sentencia para el capital, por igual período e igual tasa. 

4º) Registrar, agregar copia en autos, y notificar por cédula. 

Firmado: Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone; Dr. José Manuel del Campo; Dr. Sergio Marcelo Jenefes; Dr. Víctor Eduardo Farfán (Habilitado); Dra. María Virginia Paganini (Habilitada). 

Ante mí: Dra. María Gabriela Sánchez de Bustamante - Secretaria. 


